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Corte Constitucional
	 
          

     COMUNICADO No. 26
        Julio 3 y 4 de 2013
 


La práctica de pruebas en segunda instancia en el proceso disciplinario verbal, bien sea de oficio o como consecuencia de la revocación del auto que niega pruebas, configura una limitación razonable y proporcionada que no vulnera los derechos de defensa y de contradicción 
	   II.  EXPEDIENTE D-9373    -   SENTENCIA C-401/13  (julio 3)   
         M.P. Mauricio González Cuervo


1.
Norma acusada 

LEY 1474 DE 2011
(Enero 18)

Por la cual se dictan normas orientadas a fortalecer los mecanismos de prevención, investigación y sanción de actos de corrupción y la efectividad del control de la gestión pública
ARTÍCULO 59. RECURSOS. El artículo 180 de la Ley 734 de 2002 quedará así:
[…]
El recurso de apelación cabe contra el auto que niega pruebas, contra el que rechaza la recusación y contra el fallo de primera instancia, debe sustentarse verbalmente en la misma audiencia, una vez proferido y notificado el fallo en estrados. Inmediatamente se decidirá sobre su otorgamiento. 

[…]
En caso de revocarse la decisión que negó la práctica de pruebas, el ad quem las decretará y practicará. También podrá decretar de oficio las que estime necesarias para resolver el fondo del asunto, debiendo garantizar el derecho de contradicción. 

[…]
2.
Decisión

Primero.- Declarar EXEQUIBLE el inciso segundo del artículo 59 de la Ley 1474 de 2011, “Por la cual se dictan normas orientadas a fortalecer los mecanismos de prevención, investigación y sanción de actos de corrupción y la efectividad del control de la gestión pública”, por el cargo analizado en la presente sentencia.

Segundo.- Declarar EXEQUIBLE el inciso sexto del artículo 59 de la Ley 1474 de 2011, “Por la cual se dictan normas orientadas a fortalecer los mecanismos de prevención, investigación y sanción de actos de corrupción y la efectividad del control de la gestión pública”, por el cargo analizado en la presente sentencia.

3.
Síntesis de los fundamentos 

La Corte reiteró los lineamientos jurisprudenciales en relación con el amplio margen de la potestad de configuración del legislador en materia de procedimientos en el régimen disciplinario y los límites constitucionales para su ejercicio, referentes al debido proceso, el derecho de defensa y los principios de razonabilidad y proporcionalidad. 

En concreto, señaló, que la Constitución Política le otorga al legislador la potestad de establecer que el recurso de apelación del auto que niega la práctica de pruebas en un proceso verbal disciplinario se conceda en el efecto devolutivo, sin que ello constituya una vulneración del debido proceso. Con esta disposición, el legislador busca garantizar la no dilación injustificada del proceso, el cual tiene como finalidad proferir una decisión con celeridad, agilidad y eficacia, compatible con las garantías constitucionales, en el contexto de un estatuto que se encamina a contrarrestar actos de corrupción. Advirtió que la autoridad disciplinaria de primera instancia tiene la autonomía judicial suficiente para fallar con base en las pruebas que considere conducentes, pertinentes o relevantes, mediante auto motivado proferido por la autoridad disciplinaria de primera instancia. En todo caso, el derecho de defensa del disciplinado –en el trámite del proceso en primera instancia- no se limita a que le sean aceptadas sus pruebas, pues también puede presentarse acompañado de un abogado, presentar descargos expresando libremente las razones por las cuales considera que no es responsable de la conducta que se le atribuye, controvertir las pruebas obrantes dentro del proceso e intervenir en todas las etapas del mismo, presentar alegatos de conclusión, recurrir el auto que niega pruebas y la sentencia de primera instancia. Por consiguiente, la Corte procedió a declarar la exequibilidad del inciso segundo del artículo 59 de la Ley 1474 de 2011, por el cargo analizado. 

A juicio de la Corte, en el caso concreto, el decretar pruebas de oficio no solo no desvirtúa el principio de imparcialidad del juez, si no que aboga por una defensa en igualdad de condiciones de las partes. Siendo el proceso un conjunto sucesivo y coordinado de actuaciones en virtud del cual se pretende hacer efectivo el derecho objetivo, restablecer los bienes jurídicos que han sido lesionados o puestos en peligro y garantizar los derechos fundamentales de las personas, resulta razonable que el legislador determine unas oportunidades dentro del proceso en donde las partes puedan presentar y solicitar pruebas y el juez, pronunciarse sobre su admisibilidad y procedencia, e incluso para ordenarlas oficiosamente y además, valorarlas. 

Para la Corporación, la imparcialidad del fallador de segunda instancia en el proceso disciplinario no se pierde con el hecho de permitírsele decretar pruebas de oficio. Una interpretación conforme al artículo 29, 31 y 230 de la Constitución conduce a afirmar, que la posibilidad de decretar pruebas de oficio por el director del proceso en segunda instancia, se explica por el deber que tiene todo juez, en este caso, disciplinario, en un Estado Social de Derecho, de buscar la verdad procesal. Más aún, cuando el disciplinado tienen la posibilidad de controvertir dichas pruebas, acorde con lo establecido en el inciso sexto del artículo 59 de la Ley 1474 de 2011, el cual establece que “En caso de revocarse la decisión que negó la práctica de pruebas, el ad quem las decretará y practicará. También, podrá decretar de oficio las que estime necesarias para resolver el fondo del asunto, debiendo garantizar el derecho de contradicción”. En consecuencia, la Corte Constitucional declaró la exequibilidad del inciso sexto del artículo 59 de la Ley 1474 de 2011.

4.
Salvamentos y aclaraciones de voto

Los magistrados Jorge Iván Palacio Palacio, Jorge Ignacio Pretelt Chaljub y Luis Ernesto Vargas Silva manifestaron su salvamento de voto, por cuanto consideraron que trasladar el debate probatorio a la segunda instancia en el proceso disciplinario verbal, como consecuencia de lo dispuesto en los incisos segundo y sexto del artículo 59 de la Ley 1474 de 2011, que establecen un efecto devolutivo del recurso de apelación contra el auto que niega el decreto de pruebas y la autorización para que se puedan decretar de oficio en segunda instancia, constituye una limitación desproporcionada del derecho de defensa y de contradicción probatoria (art. 29 C.Po.), frente a la celeridad y eficiencia que se persigue con el proceso verbal. 

En particular, el magistrado Vargas Silva consideró que la norma cuestionada  incorpora  una afectación desproporcionada de los  derechos de contradicción y defensa, los cuales tienen una especial significación en el ámbito del derecho sancionador con protección constitucional reforzada cual ocurre con el proceso penal. Estimó, que el efecto práctico de la disposición acusada es que aquellos asuntos que estuviesen sustentados en las pruebas cuya práctica se deniega, en caso de ser finalmente admitidos a trámite, sean conocidos únicamente por el funcionario disciplinario de segunda instancia, en detrimento de la posibilidad que tales asuntos sean analizados y decididos en dos instancias. Además, se cercena de modo injustificado una instancia de análisis imparcial de los argumentos que dieron lugar a negar el decreto de pruebas, estudio que solo puede adelantarse por un funcionario distinto a aquel que decidió dicha negativa. 

El magistrado Vargas Silva advirtió que la decisión de la mayoría omite realizar un ejercicio adecuado de ponderación entre la deseable celeridad en los procedimientos y la necesidad de proteger las garantías procesales en el trámite disciplinario, las cuales tienen un mayor jerarquía al hacer parte del derecho sancionador. Si bien es importante que el ordenamiento jurídico cuente con instrumentos ágiles para la investigación y sanción de faltas disciplinarias, en especial aquellas que afectan gravemente a la administración pública, la eficacia de dichos procesos descansa en su compatibilidad con la Constitución.  En el caso analizado, ello se traducía en que ante la hipótesis de la denegación de la práctica de pruebas, fuera posible contar con un recurso de apelación, como sucede en el procedimiento escrito contemplado en el mismo Código Disciplinario Único. No bastaba pues, el recurso de instancia propuesto desde el proyecto de decisión y por ende el disidente estuvo plenamente  de acuerdo con el concepto del Ministerio Público cuando propuso la inexequibilidad de los segmentos normativos acusados. 
El magistrado Nilson Pinilla Pinilla anunció la presentación de una aclaración de voto relativa a los fundamentos de la decisión de exequibilidad. Por su parte, el magistrado Luis Guillermo Guerrero Pérez, se reservó la posibilidad de presentar una eventual aclaración de voto. 
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